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Una de las causas más importantes de la crisis económica y financiera 

actual que apenas ha salido en los medios de información ha sido la 

polarización en la distribución de las rentas que ha ocurrido desde los 

años ochenta en la mayoría de los países de la OCDE a partir de la 

revolución neoliberal iniciada por Ronald Reagan en EEUU y por Margaret 

Thatcher en Gran Bretaña. Durante el periodo 1980-2005 hemos visto 

en estos países la desregulación de los mercados laborales y financieros, 

el aumento de la regresividad fiscal (con políticas fiscales claramente 

favorables al mundo empresarial y a las rentas superiores), la 

privatización de los servicios públicos y el desarrollo de políticas 

monetarias que han favorecido al capital financiero (los bancos) a costa 

del mundo productivo, dando prioridad al control de la inflación sobre el 

estímulo económico. 

 

Tales políticas han sido promovidas a nivel mundial por el Fondo 

Monetario Internacional y por el Banco Mundial y, a nivel europeo, por la 

Comisión Europea (cuyos Comisarios de Economía y Asuntos Monetarios 

han sido los guardianes de tal ortodoxia liberal inscrita en el Pacto de 

Estabilidad que ha dificultado el incremento del gasto público) y por el 

Banco Central Europeo (cuyas políticas de control de la inflación se han 

realizado a costa del crecimiento económico y de la creación de empleo). 

Como resultado de tales políticas, ha habido en la mayoría de los países 

de la UE un aumento del desempleo (mayor en el periodo 1980-2005 

que en el periodo anterior 1950-1980 cuando las políticas existentes 

eran de corte keynesiano) y un descenso muy marcado de las rentas del 



trabajo como porcentaje de la renta nacional, descenso especialmente 

notable en los países de la eurozona, que fueron los que siguieron con 

mayor celo tales políticas. En el promedio de los países de la eurozona, 

las rentas del trabajo pasaron de representar el 70% de la renta nacional 

en 1992, a un 62% en el año 2005. En España, tal descenso fue incluso 

mayor. Las rentas del trabajo pasaron de representar el 72% al 61% de 

la renta nacional durante el mismo periodo. Este descenso de tales 

rentas (medidas por la masa salarial) es la mayor responsable de la caída 

de la demanda (causa mayor de la crisis económica). 

 

Ahora bien, ¿por qué ocurre la crisis ahora y no antes? Para responder a 

esta pregunta tenemos que entender la otra cara de la polarización de 

rentas. La disminución de las rentas del trabajo como porcentaje de la 

renta nacional se ha hecho a costa de un crecimiento muy acentuado de 

las rentas del capital y, muy en especial, del capital financiero. Este era, 

por cierto, el objetivo de las políticas neoliberales. Este crecimiento de 

las rentas superiores significó, sin embargo, un aumento del ahorro más 

que del consumo. Los ricos, al tener tanto dinero, necesitan menos para 

consumir y ahorran, poniendo el ahorro en bancos. De ahí que el 

aumento del dinero a los ricos no estimula el consumo (que es lo que se 

necesita), sino el ahorro y la inversión. Ahora bien, ¿dónde invierten los 

ricos y los bancos? (España es uno de los países con mayor número de 

millonarios que existen, pero que no declaran su renta). Lo hacen donde 

pueden sacar más beneficios. Durante estos años invirtieron no tanto en 

la economía productiva (donde el descenso de la demanda estaba 

mermando los beneficios), sino en actividades especulativas, como las 

inmobiliarias, donde los beneficios alcanzaron dimensiones exuberantes. 

 



El complejo capital financiero-especulación inmobiliaria-industria de la 

construcción, fue durante estos años el motor del desarrollo económico 

tanto en EEUU como en España (y en Gran Bretaña), facilitado en España, 

cuando no estimulado por las políticas fiscales del Estado, tanto central 

como local, que favorecieron la propiedad. Los precios de la vivienda 

subieron astronómicamente y las clases populares tuvieron que 

endeudarse hasta la médula. Recuerden que, durante varios años, las 

empresas constructoras y la banca españolas iban a comerse el mundo. 

Pero se pasaron de rosca: construyeron en exceso y la burbuja estalló. 

Ahora el complejo bancario-inmobiliario-construcción tiene en sus manos 

nada menos que 1,6 millones de viviendas que no se venden, siendo la 

demanda real de sólo 220.000 unidades. Y el problema es incluso mayor, 

pues los bancos saben que el precio de las viviendas que tienen es un 

30% superior al que tal demanda determinaría. De ahí la enorme 

resistencia a dar créditos, pues la banca está encima de un volcán que 

está explotando no sólo como consecuencia del incremento de la 

morosidad, sino también por el descenso del precio de sus activos. 

 

Hubiera sido mejor que la banca (y las cajas) hubieran invertido más en 

áreas de clara necesidad social (en lugar de construir siete veces más 

viviendas de las que el país necesita). Y que el Estado hubiera estado 

dirigido por mentalidades menos liberales y más keynesianas, 

estimulando otra política crediticia menos favorable a la especulación y 

más favorable a la producción de bienes y consumos necesarios. 

 

¿Cuál es la solución? La derecha propone reducir los impuestos como 

manera de estimular la economía, lo cual se ha demostrado una y otra 

vez que tiene un impacto estimulante menor, pues las clases populares, 

enormemente endeudadas, utilizan los fondos extras para pagar sus 



deudas. Más eficaz es conseguir el aumento de las rentas del trabajo 

(que se consumen casi en su totalidad) y el descenso de las rentas del 

capital a través de políticas redistributivas; y aumentar inmediatamente 

la demanda a través del gasto público, excesivamente bajo en España 

(una de las causas de su baja productividad), creando empleo en obras 

públicas y en servicios públicos, como sanidad, escuelas de infancia, 

servicios domiciliarios y otros servicios que están claramente 

subfinanciados. 
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